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PROBLEMAS ACTUALES DE LA CONFESIONALIDAD DEL ESTADO· 
Al ocupar hoy esta tribuna pública de nuestra Academia, penni-
tidme, ante todo, que -con el cordial reconocimiento por el honor que 
se me ha dispensado- explique brevemente las razones que me movie-
ron a elegir el tema de mi discurso, en el cual pretendo explayar al-
gunos puntos de carácter jurídico en torno a la noción, actualmente 
en crisis, de la confesionalidad del Estado, con particular referencia 
al ordenamiento español que, como se sabe, ha p~ovocado, y aún pro-
voca en grandes sectores de la doctrina, encontradas actitudes, coin-
cidentes, sin embargo, por su viveza y en ocasiones también -¿por 
qué no decirlo?- por su notorio apasionamiento. 
Las encontradas actitudes a que me refiero proclaman ya -por 
el noble apasionamiento de sus defensores- que nos hallamos en 
presencia de un tema vivo, un tema de candante actualidad; pero nos 
certifican también la conveniencia de poner en el examen de su pro-
blemática una nota de serenidad para contribuir -esto pretendo 
con mi modesto esfuerzo----c-:- a puntualizar los términos del status 
quaestionis y, al propio tiempo, los criterios que, desde la altura de un 
planteamiento teológico, permiten, a mi juicio, arrojar luz nueva para 
un enfoque equilibrado de las implicaciones jurídicas del gran tema 
debatido. 
La noción de confesionalidad 
La primera puntualización -presupuesto de todos los demás-
ha de referirse a la propia noción de confesionalidad del Estado. Ocu-
rre con este concepto lo que hacía observar hace algunos años Arnal-
do Berto1a a propósito de los conceptos de libertad religiosa, de 1ai-
* Discursó prónunCiado el día 12 de diCiembre de 1966 en el acto de inaugura-
Ción del curso 1966-67 de la Real Academia de JurisprudenCia y LegislaCión. 
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cisma y laicidad. Se han usado estos términos con tal diversidad de 
contenido, a partir de antecedentes tan dispares, cuando no opues-
tos, que casi siempre resulta imposible cualquier diálogo clarificador, 
como el intentado entre personas que hablaran lenguaje diverso. El 
equívoco de las diversas nociones expresadas con un único término 
produce un extraño entrecruzamiento de las tesis y conclusiones res-
pectivas, que se hace especialmente sensible cuando se consideran en 
relación con aplicaciones prácticas o con otros conceptos definidos 
de modo más preciso 1. 
El origen de la equivocidad que ha hecho presa en la noción que 
vamos a considerar brevemente, está en no haber examinado los com-
plejos fenómenos a que hace referencia el concepto de confesionali-
dad del Estado a la luz de la dinámica histórica. Esta es, a mi modo 
de ver, la causa principal del desacuerdo de los autores dentro del 
campo católico; desacuerdo que, por lo demás -conviene advertirlo 
desde ahora-, no afecta, como es natural, al afán común en todos 
ellos de procurar que en la hora presente la comunidad política se 
estructure siempre que sea posible (y lo es con mayor facilidad en 
países como el nuestro, de población mayoritaria y tradicionalmente 
católica), según la concepción cristiana del orden temporal, es decir, 
de acuerdo con los principios doctrinales que ha expuesto reciente-
mente la Iglesia, proyectándolos sobre las circunstancias concretas 
del mundo en la coyuntura histórica actual. 
La polémica mantenida en torno al Estado confesional durante 
los años anteriores al Vaticano II, nos ofrece --examinada hoy con 
perspectiva histórica y con los esclarecimientos doctrinales del Con-
cilio- una imagen ciertamente arcaica del Estado católico, una ima-
gen verdadera para una época anterior que responde con fidelidad 
tanto a la Eclesiología de entonces como a la concepción coetánea 
del Estado; pero que no sintoniza. por su anacronismo, con las nuevas 
manifestaciones vitales -en el campo eclesial y en la esfera políti-
ca- que han madurado durante un proceso de larga duración a par-
tir del siglo XVIII hasta llegar a nuestros días, en que las aguas pa-
recen serenas después de no pequeñas borrascas padecidas por la 
Iglesia en su diaria relación con los diversos Estados. 
1. ARNALDO BBRTOLA, Appunti sulla nozione giuridica di laicita dello Stato, Ro-
ma 1953, p. 3. 
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En la polémica a que me refiero -10 vemos hoy con claridad me-
ridiana- se ha identificado la noción de Estado confesional con una 
de sus manifestaciones históricas, sin admitir ninguno de los más 
extremistas contendientes -yen esto coinciden los adversarios- una 
imagen distinta, una nueva versión que, manteniendo la sustancia 
de la confesionalidad, se acomode a las nuevas modalidades que el 
fluir de la historia ofrece de continuo en la vida de la Iglesia y en la 
configuración práctica de las comunidades políticas. 
Sin considerar otros aspectos que romperían el hilo de mi dis-
curso, debo fijar la atención en dos argumentos utilizados con gran 
ardor en la polémica. 
Se ha dicho con frecuencia -por los adversarios de la confesio-
nalidad- que ésta no es posible en el caso del Estado, porque, a dife-
rencia de la persona física, es radicalmente incapaz de un acto de fe, 
siendo de por sí una realidad que no puede ser elevada intrínseca-
mente al orden sobrenatural. 
Adviértase que el argumento -de indudable vigor persuasivo-
se esgrime · sobre una imagen arcaica de la confesionalidad estatal. 
Imagen verdadera para la Europa del XVIII y un parte del XIX. 
cuando de hecho se identifican Estado y Sociedad en las monarquías 
imperantes que, por adoptar como programa político el despotismo 
ilustrado, gobiernan para el pueblo, pero sin él. 
Esta identificación entre Estado y Sociedad -característica de 
los Estados nacionales sometidos a un Soberano que gobierna el reino 
de modo personal- lleva a identificar la confesionalidad del Estado 
con la profesión de fe que para todo el reino hace personal y oficial-
mente el monarca. 
Adviértase . también que el fenómeno de la confesionalidad en 
los comienzos de la Edad Moderna, por lo que a Europa se · refiere (y 
Europa ha pesado casi exclusivamente en nuestro tema dentro del 
área cultural católica), fue un fenómeno universal en los Estados de 
entonces, incluso en aquéllos donde los reformadores cristianos logra-
ron triunfar. 
Se olvida con frecuencia cuál era el estado de la cuestión en el 
siglo XVI, a raíz de la Reforma, y su indudable influjo en la noción 
delacÓnfesiorialidad del Estado cuando éste se identifica y confunde 
con <la nación. 
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Paradójicamente, la ruptura de la unidad de Europa en el orden 
cultural y religioso que se produce en la Edad Moderna, no revisa la 
idea típicamente medieval que exigía -por hondas razones que hoy 
llamaríamos "razones de orden público"- la existencia de una sola 
religíón en el Estado. Como advierte Lecrer, ninguno de los inicia-
dores de la Reforma ha pretendido romper el rigor del principio me-
dieval. Incluso lo han reforzado en cierto sentido, porque han con-
fiado directamente al poder civil el regular a su arbitrio la "policía" 
de la religión 2. 
El mapa político religioso de Europa presenta, tras la Reforma; 
tres tipos de países en los que el mantenimiento de la antigua idea 
medieval cristalizará en versiones diversas de la confesionalidad del 
Estado. Allí donde la Reforma no ha tenido ninguna influencia (es el 
caso de España, Austria e Italia), el Estado será confesionalmente 
católico. Donde triunfa sin resistencia el movimiento reformador (es 
el caso de los países nórdicos), el Estado será confesional también, 
pero de signo protestante. 
Junto a estos países, existen otros en los que aparece el nuevo 
fenómeno del pluralismo religioso, que va a producir una dramática 
tensión por no abandonarse tampoco en ellos el ideal unitario de la 
época anterior. De esta tensión se sale en Alemania, mediante la paz 
de Augsburgo, firmada el 25 de septiembre de 1555, con la división del 
territorio en Estados católicos y Estados luteranos. 
Aquel ideal unitario del Medioevo, mantenido en la nueva situa-
ción dél pluralismo religioso, conduce a una nuevo sistema que ex-
presará más tarde un canonista luterano con la fórmula "cuius regio, 
eius religio" 3. Y así se llega a un sistema de confesionalidad del Es-
tado con libertad religiosa para los Príncipes, que pueden elegir a su 
arbitrio la confesión que prefieran e imponerla a sus súbditos. a quie-
nes se reconoce el derecho que se denominará más tarde el beneficium 
ernigrationis, es decir, el derecho de abandonar el país por motivos 
religiosos 
En la polémica reciente en torno a la confesionalidad del Estado, 
2. LECRER, Histoire de la tolérance au siecle de la Réforme, II, París 1955, p. 420. 
3. La fórmula expresiva de la solución adoptada en Augsburgo se atribuye a 
IOACHIM STEPIlANI, en sus lnstitutiones luris Canonici, publicadas en 1599. 
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se ~a dicho también con 'frecuencia -y es el segundo argumento al 
qúe quiero referirme- que la confesionalidad es incompatible con 
un régimen de libertad religiosa que asegure ésta a todos los ciuda-
danos y a las diversas comunidades. 
De nuevo se comprueba., a mi juicio, que los contendientes (tam-
bién los más decididos partidarios de la confesionalidad) discuten 
partiendo de una imagen arcaica del Estado confesional, como si esta 
noción no' admitiera modalidades distintas al compás del dinamis-
mo histórico del Estado ' y de la propia Iglesia. 
El término de la Edad Media dará paso a los Estados nacionales, 
con 1Ll1a exaltación de la soberanía de los príncipes --el poder real 
es un derecho divino, ilimitado y por completo absolutcr-, según una 
concepción quecoltlparten por igual los monarcas católicos y pro-
testantes, aunque la objetividad histórica exija recordar los excesos 
a q~e en la . esfera religiosa llevan la aplicación de esta idea algunos 
reformadores. El príncipe, dice uno de ellos, que escribe muy a los 
comienzos del movimiento reformador, es el padre y cabeza visible de 
la Iglesia sobre la tierra. De tal modo justifica que Enrique VIII se 
declare, en Inglaterra, jefe supremo de la Iglesia nacional 4. Más tarde. 
en el siglo XVII, Hobbes defenderá esta doctrina al decir en su Le-
viatán (parto m, cap. 42) que el soberano cristiano es la cabeza de la 
Iglesia en su propio reino. 
Por esta vía, la cura religionis medieval atribuida. al príncipe cris-
tiano como un deber impuesto en defensa de la Iglesia, confundida 
entonces con la Cristiandad. degenera en la Edad Moderna -al calor 
de la concepción fuertemente paternalista del poder políticcr-en el 
ius in sacra y el ius circa sacra, según un proceso estudiado por He-
ckel 5 , que teñirá de un extraño colorido la idea de confesionalidad 
aplicada a los nuevos Estados nacionales. Estamos en la pendiente 
resbaladiza de la superación del anterior Cesaropapismo -dentro del 
cual los príncipes, sin perjuicio de corresponderles la cura religionis, 
eran considerados personalmente como simples fieles y sometidos in-
clUso . a las penas eclesiásticas-, superación que, en la variedad de 
4. Vid. STRASSER, La pensée théologique de Wolfgan Capiton dans les dernieres 
années de sa vie, Neuchatel 1938. 
, ~. HECHEL, «Curareligionis; Iüs iti sacra, lus circa Sacra», en Festschrift Ulrich 
Stutz, Stuttgart 1938, p. 229 y S. 
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soluciones, ofrece como nota común la progresiva ingerencia del po-
der civil en los asuntos eclesiásticos, con la pretensión por parte de 
los Soberanos de dominar la Iglesia de su respectivo territorio. 
Este nuevo concepto y esta nueva dirección de la política ecle-
siástica tuvieron un vigoroso y decisivo incremento en los lugares 
donde triunfó establemente la Reforma, por causas que expone con 
gran claridad Ruffini. Entre ellas, la más operativa fue el principio 
de la llamada Iglesia invisible, según el cual -al decir de los refor-
madores- no era necesaria una organización exterior para lograr 
la unidad eclesiástica, pues bastaba la invisible unión interior de las 
conciencias en la comunidad de la fe. Pero como, sin embargo, seguía 
siendo necesario un gobierno externo, se atribuyó la facultad de ejer-
cerlo al soberano civil, en su calidad de señor del territorio. De aquí 
-concluye Ruffini- el nombre de territorialismo"dado a tal sistema. 
según el cual se asignan al Soberano, como prerrogativas supremas 
de la soberanía, determinados iura cirea sacra, que la ciencia came-
ralista alemana elaborará más tarde, cuidadosa y minuciosamente 6. 
En un primer período que casi alcanza a la ~volución francesa, 
la 'confesionalidad del Estado -tanto en su versión católica como en 
las diversas versiones de la Reforma- va inseparablemente unida a 
la.más absoluta intolerancia civil, pues el nuevo sistema acuñado en 
la fórmula "cuius regio, eius religio" sólo concede libertad a los prín-
cipes en materia religiosa; y tanta que, con la de elegir la confesión, 
se arrogan -como inherente a la soberanía- la ' facultad de regular 
la profesión de la fe por parte de los súbditos. Es el periodo del despo-
tismo religioso de los Estados nacionales surgidos de las ruinas de la 
Cristiandad. 
La idea de ~a tolerancia civil en materiai'eligiosa comenzará a 
abrirse camino y progresará lentamente, con modalidades diversas. 
merced al esfuerzo de los teólogos católicos y de algunos teólogos pro:-
testantes, con una formulación hipotética y en virtud de la exigencia 
prudencial que pide, atendidas las circunstancias de un caso dado, 
evitar un mal mayor o promover un mayor bien T. Por 10 demás, la 
tolerancia, como se sabe, es vieja institución sabiamente aplicada 
desde antiguo por la Iglesia, para acomodarse -con ejemplar elas-
6. RUFFINI, Lezioni di Diritto Ecclesiastico Italiano, Torino 1931, pp. 19 Y 20. 
7. Cf. LECRER, op. y loco cit. 
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ticidad- a las realidades cuotidianas, cediendo en la práctica siem-
pre que ha sido conveniente para cumplir su divina misión entre los 
hombres, pero dejando a salvo a la vez la integridad de los principios. 
Por otra parte, como advierte Rommen 8, el concepto de tole-
rancia presupone una o más Iglesias privilegiadas (concepto aplica-
ble a la mayor parte de los Estados europeos del XIX), que 1egalmen-
te ·están unidas con el Estado y cuyos miembros gozan, al menos prác-
ticamente si no legalmente, de ciertos privilegios políticos, como una 
más fácil admisión a cargos públicos, garantías para las Iglesias y 
seminarios y escuelas sostenidas por la hacienda pública. 
IÁl "lfbertas Ecclesiae" y las dos ediciones del laicismo 
Para completar la consideración esquemática de la confesionali-
dad del Estado -según la imagen arcaica a que me vengo refirien-
do-, estimo oportuno señalar sucintamente las dos versiones del lai-
cismo que, desde hace siglos, han amenazado a la Iglesia, poniendo 
en peligro la libertad que Ella reclamó siempre para cumplir el man-
dato de su Fundador, libertad lograda con el precio de la sangre de 
sus mártires en la primitiva cristiandad. 
Trátase de dos tensiones de signo contrario entre la Iglesia yel 
poder laical, de dos movimientos secularizadores, que amenazan de 
hecho la libertad de la Iglesia desde ángulos diversos. Ambos fenóme-
nos, que en parte coinciden en su realización histórica, ofrecen postu-
ras opuestas en relación con la confesionalidad estata1. 
La primera edición del laicismo se encuentra ya acabada en la 
Edad Media y, con revisiones sucesivas, será libro de texto para uso 
de Principes católicos. El régimen feudal convierte el obispado en un 
señorío, en un feudo; configura, mediante praxis consuetudinaria, la 
institución del "donum episcopatus", que se realiza con la "investi-
dura 1aical", es decir, por la entrega del báculo y del anillo, signos 
por los cuales la autoridad temporal confiere una función espiritual. 
Para atajar los graves abusos simoníacos que, con esta ingerencia de 
la potestad civil en la provisión de los cargos eclesiásticos, había pro-
8. ROMMEN, El Estado en el pensamiento católico, Madrid 1946, p. 637. 
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ducido el régimen feudal, Gregorio VII dictará su famoso decreto 
contra la investidura hecha por laicos en el sínodo celebrado del 24 
al 28 de febrero de 1075 9 • Se inicia así, como se sabe, la lucha de las 
investiduras -momento dramático para la Iglesia en la defensa de 
su libertad-, que termina en 1122 con el Concordato de Worms 10, 
por . el cual se establece un sistema que, de acuerdo con las doctrinas 
de Ivo de Chartres, pretende distinguir claramente las esferas de la 
jurisdicción eclesiástica y de la potestad civil, evitando las abusivas 
ingerencias laicales 11. 
Los excesos de éste que podemos llamar "laicismo medieval" ex-
plican, en buena parte, que -desde entonces y en evidente contraste 
con la primitiva cristiandad- los laicos cuenten cada vez menos en 
la vida práctica de la Iglesia y sean considerados los simples fieles. 
hasta poco antes del Vaticano II, como miembros pasivos en la comu-
nidad eclesial, por la necesidad de subrayar. el poder jurisdiccional de 
los Pastores, lo que conduce a identificar la misión de la Iglesia con 
la misión de la jerarquía. 
El fenómeno reaparece. con caracteres más agudos, en la Edad 
Moderna cuando los Príncipes católicos no quieren ser menos que sus 
colegas protestantes y reivindican para sí una serie de iura circa sacra 
como inherentes a la soberanía civil; derechos en parte reconocidos, 
con la calificación de privilegios, por los Pontífices, mediante Bulas 
o Concordatos y, en su mayor parte, ejercidos unilateralmente por 
quienes se precian de ser cabeza de Estados confesionalmente católi-
cos. Son las regalías de la corona que cristalizan en sistemas variados 
por su nombre (regalismo español, galicanismo francés, febronianis-
mo germánico, josefinismo austríaco, jurisdiccionalismo italiano, et-
cétera), pero coincidentes en lo sustancial. Sistemas difíciles de en-
tender con la mentalidad de hoy, si se prescinde de las circunstancias 
históricas del pasado. Sistemas que, junta ~ especial reconocimiento 
y protección de la Iglesia por parte del Estado, ofrecen -son los iura 
circa sacra en su reverso negativo- una serie de trabas a la libertad 
9. Cf. VOOSEN, Papauté et pouvoir civil ti l'époque de Grégoire VII, Gembloux 
1927, p. 71. 
10. Vid. PERUGINI, «De episcoporum electione in iure concordatario tempore De-
cretalium», en Acta Congressus luridici lntehmationalis, III, Romae 1936, p. 173 Y ss. 
11. Vid. ESMEIN, La question des investitures dans les lettres d'Yves de Chartres, 
París 1889. · . , 
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de la Iglesia, mediante el juego combinado de numerosas institucio-
nes características de la época: el regio patronato, con el ius prae-
sentationis para la provisión de los obispados y otros cargos eclesiás-
ticos; el pase regio y el exequatur, respecto a la publicación y ejecu-
ción de los documentos emanados de la autoridad eclesiástica; el ius 
appellationis, que encarna entre nosotros en los recursos de fuerza; 
el ius exclusivae, con el veto en la elección del Romano Pontífice; el 
ius dominiierninentis, en el que se funda el drástico fenómeno de la 
desamortización de bienes eclesiásticos, etc. 
La pervivencia durante siglos de estos sistemas regalistas inse-
parablemente unidos a una determinada forma histórica del Estado 
confesional, a pesar de su política progresivamente secularizadora 
-que da nueva versión al "laicismo medieval" antes recordado-, 
se explica si se tiene en cuenta la difícil situación en que se halla la 
Iglesia, amenazada primero por el movimiento de la Reforma protes-
tante y, más tarde, por un nuevo movimiento ideológico triunfante 
en el plano de los hechos con la Revolución francesa. 
La Iglesia se debate entre dos laicismos: el moderado, que cul-
tivan los Príncipes católicos al frente de los Estados confesionales, y 
otro laicismo de nuevo cuño -sin precedentes en la historia de la 
humanidad- que abomina de cualquier fórmula de confesionalidad 
estatal (suyo es el slogan de la "alianza del trono y del altar"), porque 
quiere desarraigar de la cultura y de la vida social el factor religioso, 
cualquiera que sea, por entender que los valores religiosos sólo tienen 
dimensión individual, pues afectan únicamente a la persona y a la 
intimidad de su conciencia. 
No me detengo, por innecesario, en el examen de esta segunda 
edición del laicismo -el mayor enemigo de la libertad de la Iglesia-, 
bastando recordar que de él se ocupan, como era necesario, los Pontí-
fices en los numerosos documentos que tratan de las relaciones de la 
Iglesia y el Estado, entre los que figuran las grandes encíclicas de 
León XIII. 
El olvido del contexto histórico que origina y enmarca ese ma-
gisterio pontificio -estrechamente vinculado a supuestos concretos 
del Estado confesional- ha contribuido no poco a desfigurar su ver-
dadero alcance, en las polémicas mantenidas con anterioridad al Va-
ticano II, en torno a nuestro tema. 
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Los estados confesionales no católicos 
Las polémicas a que me refiero han olvidado también, por lo ge-
neral, otro dato de hecho que tiene gran importancia para valorar 
rectamente la pervivencia en el mundo de hoy del fenómeno de los 
Estados confesionales. 
La moderna ciencia que estudia la historia de las religiones ha 
demostrado la verdad de estas dos tesis: a) En la mayor parte de la 
historia de la humanidad, la religión ha sido siempre la gran fuerza 
central unificadora de la cultura. b) El laicismo, en la segunda de sus 
versiones indicadas -que pretende la secularización completa de la 
sociedad, desarraigando de ella el hecho religioso, mediante la crea-
ción de "formas de vida libres de la religión"-, constituye un fenó-
meno reciente y anómalo en la historia de la cultura 12. 
Con referencia a la situación presente, estimo oportuno recordar 
que -si, según el parecer más extendido, llamamos confesionalidad 
a la profesión de una determinada fe religiosa por parte de la nación 
o del Estado., es decir, por parte de un determinado pueblo- hoy 
como ayer no cabe afirmar que exista solamente una confesionalidad 
católica. Existen muchas confesionalidades, según los diferentes cre-
dos religiosos enraizados de hecho en los diversos pueblos. 
El Corán. por ejemplo, ha formado la mentalidad musulmana, y 
el budismo ha configurado la sociedad de extensas zonas de Asia. 
Puede decirse que más de dos terceras partes de la humanidad actual 
viven bajo un régimen político de confesionalidad religiosa no cris-
tiana. Con la desaparición del colonialismo, los nuevos Estados mu-
sulmanes consagran en sus constituciones políticas la confesionalidad 
islámica 13. Son también numerosos los Estados que con fórmulas di-
versas proclaman su devoción al cristianismo. Basta recordar, limi-
tándonos a Europa, los ejemplos de conf~sionalidad cristiana no ca-
tólica que ofrecen Inglaterra, Noruega, Finlandia, Dinamarca, Islan-
dia. Suiza y Grecia. 
Que no se trata de una institución trasnochada -incompatible 
12. Cf. DAWSON, Religión y cultura, Buenos Aires 1953, p. 59 y s . 
. 13. Son de gran interés los datos que ofrece RONDOT, director del «Centro de altos 
estudios administrativos sobre Africa y Asia modernas», en su estudio «La laicité en 
pays musulmam (en la obra colectiva La laicité, París 1960, p. 115 Y s.). 
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hoy con la garantía de las exigencias de la libertad religiosa, tan cui-
dadosamente proclamadas en los textos políticos internos y en las 
convenciones internacionales] 4_ nos lo dice el hecho de haberse 
planteado expresamente su problemática al estudiar las bases de una 
declaración internacional sobre la intolerancia religiosa. Al comen-
zarse este estudio, el gobierno finlandés se consideró en el caso de 
dirigir un memorándum al Secretario General de la O. N. U. en pro-
testa de que pudiera estimarse que la separación de la Iglesia y del 
Estado constituye garantía necesaria de la libertad religiosa. Consi-
derado el tema por una Subcomisión especial -integrada por cató-
licos y cristianos de otras confesiones, por musulmanes, israelitas, 
budistas, etc.- se ha formulado recientemente un Proyecto de Con-
vención internacional para suprimir todas las formas de la intoleran-
cia religiosa. El artículo 1, apartado d) de este Proyecto, declara: "No 
se considerará por sí misma como intolerancia religiosa ni discrimi-
nación por motivos de religión o creencia la adopción de una religión 
ni el reconocimiento de una religión o creencia por un Estado, ni la 
separación entre la Iglesia y el Estado, siempre y cuando este apar-
tado no se interprete en el sentido de que permite la violación de 
disposiciones concretas de la presente Convención." 
Confesionalidad formal y sustancial 
Si ahora volvemos a la noción de confesionalidad estatal referida 
concretamente, por ser el tema que nos interesa, a la confesionalidad 
católica) podemos formular ya algunas puntualizaciones: 
a) La confesionalidad del Estado no conoce una única fórmula 
de realización histórica, por lo que sus concretas exigencias varían al 
compás del tiempo y de las diversas modalidades que revisten en la 
práctica las comunidades políticas. 
b) Es consustancial al cristianismo -yen esto se distingue de 
otras religiones- una permanente tensión entre la Iglesia y la comu-
nidad política, que exige, como ideal, una distinción de esferas de 
competencia acompañada de unas relaciones de mutua cooperación. 
14. Vid. PIERRE LANARES, La liberté religieuse dans les conventions internationales 
et dans le droit public général, Roanne 1964. 
..385 
AMADEO DE FUENMAYOR 
e) Si bien la confesionalidad no es un esquema rígido de con-
tel1ido uniforme, cabe ofrecer una noción que explique -por sus 
coincid.encias esenciales-- la diversidad de sus concreciones histó-
ricas. 
A mi juicio, la confesionalidad exige que el Estado se proclame 
católico -por declarar formalmente que la fe católica es la religión 
de la Nación ° del Estado- e inspire en el Magisterio de la Iglesia 
sus estructuras políticas, jurídicas y sociales, es decir, tenga efecti-
vamente en cuenta los criterios proclamados por Ella, en un deter-
minado momento histórico, como los más adecuados para la instau-
ración cristiana del orden temporal y para las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado. 
Como se sabe, la doctrina de León XIII sobre la confesionalidad 
-reiterada por los sucesivos Pontífices hasta Pío XII- gira en torno 
a estos dos puntos: 
a) Es deber del Estado profesar públicamente la religión ver-
dadera, es decir, la católica. 
b) Las estructuras políticas y sociales deben estar penetradas 
por la inspiración del Magisterio. 
En la polémica anterior al reciente Concilio se consideró con ex-
cesivo énfasis el primero de los aspectos indicados, a costa de oscu-
recer el segundo. 
Estimo que hoyes importante tomar en cuenta ambos aspectos 
para establecer una distinción que, si bien no fue expresada por 
León XITI, se encuentra implícita en la doctrina del gran Pontífice: 
la distinción entre confesionalidad formal (solemnes declaraciones de 
catolicismo oficial por parte del Estado, contenidas en textos consti-
tucionales o concordatarios) y confesionaJidad sustancial (inspira-
ción auténtica de las instituciones en los criterios señalados por el 
Magisterio de la Iglesia) . La primera -confesionalidad formal- exi-
ge necesariamente la segunda -confesionalidad sustancial- si se 
quiere evitar un claro supuesto de fariseísmo político. Por el contra-
rio, la confesionalidad sustancial no exige necesariamente la formal. 
Entre León xm y el Concilio se divide el parecer de los católicos. 
Para unos es necesario mantener ambas confesionalidades -la for-
mal y la sustancial-, mientras que para otros es suficiente e incluso 
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más oportuno, dado el pluralismo religioso de la sociedad de nuestro 
tiempo, mantener solamente la confesionalidad sustancial, haciendo 
desaparecer la confesionalidad formal. 
La posición del Vaticano 11 
Algunos esperaban que el Concilio zanjara la polémica en tomo 
a la confesionalidad del Estado y diera la razón a unos u otros de los 
contendientes más extremistas. Pero no ha ocurrido así, porque el 
Concilio -con un conocimiento exacto de la realidad actua1- no ha 
tenido ante sus ojos, para alabarla o condenarla, la imagen arcaica 
del Estado católico que ensalzaban o denigraban los polemistas. Esa 
imagen corresponde a una etapa histórica anterior y sólo se explica 
teniendo presente a la vez la Ec1esiología de entonces y la práctica 
configuración de las comunidades políticas de aquella época, es decir, 
de los Estados europeos durante el siglo XVIII y comienzos del XIX. 
Al despotismo ilustrado, característico de las monarquías abso-
lutas, sucede el moderno Estado de Derecho, con el establecimiento 
del régimen constitucional y la promoción política de los que antes 
eran no . más que súbditos, convertidos ahora en miembros activos de 
la comunidad política. Se ha puesto punto final a una etapa histó-
rica. Ya no se identifican Estado y Sociedad, por lo que tampoco se 
identifica la confesionalidad del Estado con la profesión de fe que, 
para todo el reino, hace personal y oficialmente el monarca. Desde 
ahora las fórmulas de confesionalidad -que se hacen indistintamen-
te con referencia al Estado o a la Nación- se contienen en los textos 
constitucionales y figuran en los modernos Concordatos. De ordina-
rio, van acompañadas -eomo complemento necesario- de solemnes 
declaraciones de tolerancia civil en favor de los ciudadanos que no 
profesan la religión oficial, antes sólo amparados por el dramático 
ius emigrationis. La tolerancia se eleva a doctrina complementaria de 
la confesionalidad estatal en el Magisterio de León xm y es mante-
nida hasta Pío XII, que extrae de ella las más amplias consecuencias, 
teniendo en cuenta la creciente intercomunicación de las comunida-
des políticas no confinadas ya en sus respectivas fronteras nacionales. 
Así las cosas. la Iglesia católica, reunida en Concilio, s~ propone 
reflexionar acerca de sí misma y acerca de la humanidad, para sentar 
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las bases de un diálogo que facilite la acción pastoral en la hora pre-
sente. 
Sin poder detenerme en otros puntos de gran interés, estimo 
necesario señalar algunos criterios conciliares relacionados íntima-
mente con nuestro tema. Todos ellos giran en torno a la defensa de la 
"libertas Ecclesiae" y tienen su apoyo en una nueva Eclesiología, es 
decir, en la nueva imagen que, tras la reflexión conciliar, la Iglesia 
tiene de sí misma y ofrece a toda la humanidad. Esa imagen -y los 
crlterios prácticos derivados de ella- han de ser especialmente con-
templados por los Estados de hoy que deseen mantener, de modo 
auténtico. su confesionalidad católica. 
"La libertad de la Iglesia -dice el Vaticano U- es un principio 
fundamental eh las relaciones entre la Iglesia y los poderes públicos 
y todo el orden civil" IS. 
Este principio -por el que la Iglesia ha luchado a lo largo de los 
siglos, en medio de innumerables dificultades- es proclamado una 
vez más y llevado a sus últimas consecuencias. 
El principio de la "libertas Ecclesiae" se enmarca -para evitar 
cualquier embarazosa suspicacia- con otros dos, de especial interés 
en nuestro tema, que hacen referencia, respectivamente, a la legíti-
ma libertad que se reconoce a la ciudad terrena -a todo el orden 
temporal- y a las personas y comunidades que profesan una fe reli-
giosa distinta de la católica. 
La Constitución dogmática sobre la Iglesia -el documento cen-
tral del Vaticano II-, declara: "Así como debe reconocerse que la 
ciudad terrena, vinculada justamente a las preocupaciones tempo-
rales, se rige por principios propios, con la misma razón hay que 
rechazar la infausta doctrina que intenta edificar a la sociedad, 
prescindiendo en absoluto de la religión, y que ataca o destruye la 
libertad religiosa de los ciudadanos" 16. 
El Concilio dirá también que existe "una concordancia entre 
la libertad de la Iglesia y la libertad religiosa que debe reconocerse 
15. Declaración Dignitatis humanae sobre la libertad religiosa (7-XII-1965), n. 
13. a). 
16. ConstituCión Lumen gentium (21-XI-1964), n. 36, in fine. Cf. la Constitución 
pastoral Gaudium et spes, sobre la Iglesia en el mundo actual, nn. 36 y 76. 
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como un derecho de todos los homb'~es y comunidades y sancionarse 
en el ordenamiento jurídico" 17. 
Teniendo presentes los criterios expresados en los textos ante-
riores, es fácil señalar el alcance de la declaración conciliar más di-
rectamente relacionada con la confesionalidad del Estado: 
"Si, en atención, a las peculiares circunstancias de los pueblos. 
una comunidad religiosa es especialmente reconocida en la ordena-
ción jurídica de la sociedad, es necesario que al mismo tiempo se re-
conozca y respete el derecho a la libertad en materia religiosa de 
todos los ciudadanos y comunidades religiosas" 18. 
Este pasaje -en cuya redacción se eligieron los términos con 
el mayor cuidado, según certifica su historia interna a la que luego 
me referiré---' puede ser especialmente entendido por los juristas 
seculares, porque está todo él penetrado de los criterios caracterís-
ticos de los textos legislativos modernos. 
Adviértase, por de pronto. que el pasaje contempla un supuesto 
de hecho (una fattispecie, un Tatbestand, como dicen los juristas 
ita.lianos y alemanes) y, con referencia a él, queda sentada una exi-
gencia. una norma, un criterio, un deber ser. 
El supuesto de hecho se formula con gran precisión. Consiste 
en que "una comunidad religiosa es especialmente reconocida en 
la ordenación jurídica de la sociedad". Este supuesto de hecho que-
da aceptado por el Concilio con las palabras iniciales del pasaje: "si, 
en atención a las peculiares circunstancias de los pueblos"; pala-
bras.que indican. a la vez, el título puramente sociológico del espe-
cial reconocimiento de una dete-minada comunidad religiosa, y el 
carácter hipotético del fenómeno contemplado, es decir, que se trata 
ni más ni menos de un supuesto de hecho, de algo que sin mcon-
veniente puede ocurrir, · de algo que está en la realidad práctica de 
las comunidades políticas. 
Partiendo de ese supuesto de hecho -que se acepta simplemen-
te, sin rechazarlo por incorrecto ni ponderarlo como ideal-, se se-
ñala de modo absoluto, sin atenuaciones, como un deber ser, como 
17. Ded. Dignitatis humanae, n. 13, e). 
18. Ded. Dignitatis humanae, n. 6, e). 
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una exigencia inseparable del supuesto, la necesidad de que, en ese 
ordenamiento jurídico donde una determinada comunidad religio-
sagoza de un especial reconocimiento, "al mismo tiempo se reco-
nozca y respete el derecho a la libertad en materia 1 eligiosa de todos 
los ciudadanos y comunidades religiosas" . 
. El Concilio ha expresado en este pasaje cuanto ha estimado 
conveniente declarar en la actual coyuntura histórica, abordando 
con extraordinario tacto el debatido tema de la confesionalidad del 
Estado, según resulta de la expensio modorum, es decir, de las en-
miendas o modos presentados por los Padres y de la actitud de la 
Comisión Conciliar respecto a ellos, al explicar las razones que le 
llevaron a incluir en la Declaración sobre la libertad religiosa -do-
cumento al que pertenece el pasaje objeto de nuestro comentario-
determinadas palabras y expresiones, y el motivo de no haberse 
aceptado otras sugerencias. 
A lo largo del proceso interno conciliar -las sucesivas redac-
<!iones del esquema relativo a la libertad religiosa, las relaciones ex-
plicativas de la Comisión y los modos formulados por los Padres-
se advierte que el tema de la confesionalidad del Estado estuvo 
siempre vivo y fue especialmente considerado, a partir de las diver-
sas opiniones -algunas muy encontradas- de los Padres 19. 
A nuestro objeto, basü .. recordar 10 siguiente: 
a) Antes de incluir la cuestión en el proyecto de texto conci-
liar, fue tratada expresamente en las exposiciones -del Relator y 
de la Comisión redactora- correspondientes al tercer esquema, de-
nominado "textus emendatus". En ellos se afirma que la libertad 
religiosa no contradice "el concepto del llamado Estado confesional", 
pero se advierte que "con el régimen de religión oficial, hay que 
compaginar el de libertad religiosa". El tema se contrae por enton-
ces a la confesionalidad católica del Estado, que a juicio de la Co-
misión debe separarse únicamente -por ser incompatible con la li-
bertad religiosa- de la intolerancia civil. 
19. Los textos expresivos de la evolución del esquema conciliaren cuanto se re-
fiere a la confesionalidad, pueden consultarse en Mons. HERVÁS, La libertad religiosa, 
Madrid, 1966, p. 97 Y ss.; VICTORINO RODRíGUEZ, Estudio histórico-doctrinal de la de-
claración sobre libertad religiosa del Concilio Vaticano Il, en «La Ciencia Tomista», 
n. 295, abril-junio 1966, p. 305 Y ss.; JIMÉNEZ URRESTI,. Libertad religiosa, Madrid, 1965, 
p. 96 Y ss. 
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b) A partir del cuarto esquema -el llamado "textus reemen-
datus"- se lleva ya el tema al propio texto de la declaración y será 
mantenido en las dos siguientes redacciones. Conviene, sin embargo, 
advertir que en el esquema quinto -"textus recognitus"- se intro-
duce una corrección que será mantenida en el texto promulgado. 
La novedad, sugerida por el cardenal Alfrink, consiste en abordar 
el tema en forma hipotética o condicional. 
De especial interés para la recta inteligencia del texto conci-
liar, es la respuesta dada por la Comisión a las enmiendas que, con 
criterios contradictorios entre sí, habían presentado algunos Pa-
dres: 
"Cuando se habla de un especial reconocimiento civil, concedi-
do a determinada religión, l~, Comisión admitió la fórmula hipoté-
tica que fue pedida por muchos Padres. Es cierto que otros Padres 
pidieron que no se tratara en absoluto de ello. Pero como de hecho 
tal reconocimiento especial existe de facto en muchas regiones, la 
Comisión juzgó que no podía dejar de responder a la pregunta de si 
tal régimen era compatible con la libertad religiosa. Por otra parte. 
obsérvese que en este párrafo no se enumeran todos los derechos que 
se deben reconocer a la Iglesia. El objeto de esta Declaración no ('s 
vindicar los derechos de la Iglesia, sino la defensa completa del de-
recho que siempre debe reconocerse a la libertad, tanto por parte de 
los católicos como de los demás". 
Exigencias actuales de la confesionalidad católica. 
De acuerdo con mi propósito de ofrecer simplemente algunas 
puntualizaciones en torno a la confesionalidad del Estado, me pare-
ce oportuno llamar la atención -antes de enunciar las exigencias 
actuales de la confesionalidad católica- acerca de los extremos si-
guientes: 
a) El Concilio, como acabamos de ver, no considera superada 
la idea de confesionalidad referida al Estado. 
b) La admite como un hecho y la refiere -es un planteamien-
to nuevo, de grandísimo alcance- no sólo al caso de un reconoci· 
miento especial de la religión católica, sino también al caso de otras 
religiones (confesionalidad islámica, budista, luterana, etc.). 
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c) Presenta como un binomio inseparable la hipótesis de COll-
fesionalidad -católica o no- y la exigencia de un régimen civil de 
libertad religiosa. 
Todo esto explica -partiendo de la hipótesis de los Estadu~. con-
fesionales no católicos, que son un hecho real en nuestros días-
que la Iglesia no presente ahora la confesionalidad católica formal 
con su pieza complementaria de tolerancia civil para las otras reli-
giones. La Iglesia -no conviene olvidarlo- se considera satisfecha 
en el mundo de hoy con que se le reconozca un régimen de libertad 
religiosa, en los países donde está en minoría; y reclama ese régimen 
para las demás confesiones en los lugares donde Ella es mayoritaria. 
No le importa que -con criterio sociológico- exista un renocimien-
to especinl para una comunidad determinada si, con un juego lim-
pio podemos decir, se garantiza también a las demás comunidades 
un régimen de auténtica libertad. 
Este nuevo planteamiento -con las aplicaciones prácticas que 
en seguida indicaré-- es un corolario de la nueva Eclesiología conci-
liar, que ha superado la anterior imagen de la Iglesia, que ponía el 
acento especialmente en lo que tiene de sociedad externa, es decir, 
de entidad o comunidad organizada que mantiene relaciones con 
las diversas comunidades políticas. El Vaticano TI ha querido subra-
yar el dinamismo histórico de la Iglesia y, por eso -sin abandonar 
la idea de Cuerpo Místico de Cristo- nos la presenta sobre todo con 
la imagen del Pueblo de Dios, que se compone de miembros activos 
a quienes corresponde -a cada uno según la peculiaridad de su mi-
sión divina- la tarea de extender el reino de Dios por todo el mun-
do, según unos modos nuevos, exigidos por las nuevas circunstan-
cias sociológicas. 
La dialéctica Iglesia-Estado se presenta, según el Magisterio 
del Vaticano II, con un enfoque nuevo, que corresponde a la imagen 
dinámica del Pueblo de Dios. Este enfoque nuevo pide, como conse-
cuencia. una nueva versión de la confesionalidad del Estado que 
-de acuerdo con la dinámica histórica- saque las consecuencias 
de la actual Eclesiología y de la configuración práctica que hoy pre-
sentan las comunidades políticas. Trátase en suma de superar una 
visión arcaica de la confesionalidad, haciendo que su imagen sea 
congruente con la imagen que hoy tenemos -fieles al Magisterio 
del último Concilio- tanto de la Iglesia como del Estado. 
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Sin referirme a los variados aspectos del tema que he exami-
nado en otro lugar 20, sólo deseo llamar la atención sobre un extre-
mo importante de la nueva Eclesiología conciliar. La Iglesia que ha 
defendido su libertad a lo largo de los siglos, estima que hoy sólo 
de ella necesita. Afirmada inequívocamente la justa autonomía del 
orden temporal, la Iglesi.a parte de esta afirmación para rechazar a 
la vez las dos versiones del laicismo a que me he referido anterior-
mente y pone de nuevo su confianza en los laicos, cuya promoción 
en el campo eclesial y en la esfera política los constituye en el ver-
dadero .punto de unión entre la Iglesia y el mundo. El tema tradi-
cional de las relaciones entre la Iglesia y el Estado se ha convertido 
hoy -por el relieve dado a la libertad- en un simple capítulo de un 
tema más amplio, el de las relaciones entre la Iglesia y el mundo. 
Según el programa pastoral del Vaticano Il, la dialéctica Iglesia-
Estado debe encauzarse ahora por el cauce cordial del diálogo entre 
la Iglesia -entendida como comunidad formada por miembros ac-
tivos- y el orden temporal; diálogo confiado no sólo a la Jerarquía, 
sino también ,-----y muyparticularrnente- a los laicos a quienes, co-
mo ciudadanos de las dos ciudades, corresponde, por vocación divi-
na, llevar a cabo la instauración cristiana del orden temporal. 
Por lo que se refiere a las exigencias que hoy lleva consigo la 
confesionalidad del Estado, a mi juicio todas ellas derivan de la 
doble defensa que la Iglesia hace de su propia libertad, y de la li-
bertad que, según Ella, debe reconocerse en los ordenamientos civi-
les a todos los hombres y comunidades religiosas. 
El primero de estos puntos lo expresa muy bien, en pocas pala-
bras, Julio Meinvielle: "El hecho es que la Iglesia hoy reclama li-
bertad y sólo libertad para el cumplimiento de su misión. Lejos de 
las experiencias pasadas, a veces amargas, del brazo secular, la Igle-
sia prefiere hoy, y así lo expresa abiertamente la Declaración con-
ciliar, un régimen, si no de separación, sí tal, que en él, el Estado 
se desentienda todo lo posible de 10 que atañe a la esfera religiosa 
y deje a ésta en manos de la Iglesia, de otras comunidades religiosas 
o de los particulares" 21. 
20. Vid. FUENMAYOR, La libertad religiosa y el Pueblo de Dios, en «Atlántida», 
noviembre-diciembre 1966, p. 676 Y ss. 
21. JULIO MEINVIELLE, La Declaración conciliar sobre Libertad Religiosa y la doc-
trina tradicional, Buenos Aires, 1966, p. 25. 
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Es criterio claro de la Iglesia -decidida a llevar al extremo la 
defensa de su libertad- la revisión del sistema de privilegios, para 
hacer más notoria e inequívoca su efectiva independencia -como 
sociedad externa jerárquicamente organizada- frente al Estado. 
Otra exigencia explícita de la confesionalidad católica, en el 
momento presente, es la implantación del régimen de libertad reli-
giosa según 10 ha descrito el último Concilio. En este aspecto, me 
parecen de importancia dos puntualizaciones: a) la confesionalidad 
católica del Estado sería sólo formal, pero no sustancial -tomados 
estos términos en el sentido antes explicado- si el ordenamiento 
civil no acogiera el régimen de libertad, que ha venido a sustituir 
al régimen anterior de tolerancia como pieza complementaria de la 
confesionalidad; b) el principal problema de técnica jurídica consis-
te en fijar los criterios necesarios para que, en cada supuesto de 
hecho -es decir, hic et nunc, según las peculiaridades de este su-
puesto- el ordenamiento civil logre hacer compatible de modo au-
téntico el especial reconocimiento de la Iglesia -que está en la base 
misma de la noción de confesionalidad del Estado- con un régimen 
de verdadera libertad religiosa que ampare también a todos los ciu-
dadanos y a las demás comunidades religiosas. 
Lci confesionalidad formal y sustancial 
del Estado español. 
Para enunciar el status quaestionis existente en España al pro-
mulgarse los documentos del Vaticano II que han establecido, según 
hemos visto, nuevas exigencias derivadas de la confesionalidad es-
tatal, es suficiente, a mi juicio, llamar la atención sobre los puntos 
siguientes: 
a) Al instaurarse en España el régimen constitucional, el Es-
tado hace solemnes declaraciones de confesionalidad católica, desde 
la Constitución de Bayona de 1808 hasta la promulgada por la Res-
tauración de 1876. Todas las constituciones del período intermedio 
(1812, 1837, 1845), establecen fórmulas de confesionalidad, sin que 
sea excepción en este punto la Constitución revolucionaria de 1869 21. 
22. Cf. MALDoNADo, Los cultos no cat6licosen-el Derecho español, en la obraco-
lectiva «El Concordato de 1953» (Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid), 
Madrid, 1956, p. 411 Y ss. -
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b) La Constitución de 1876 introduce, en su famoso artículo 
11., el principio de la tolerancia civil como complementario de la 
confesionalidad. Es interesante recordar que la promulgación de es-
te precepto constitucional. que fue motivo de roce entre la Santa 
Sede y España 23, representa una importante aportación de España 
en nuestro tema, pues a la distancia de doce años León XIII, en la 
encíclica Libertas (20 de junio de 1888), presentará la confesionali-
dad católica del Estado y la tolerancia como los dos grandes prin-
cipios prácticos para guiar al ciudadano católico en los nuevos Es-
tados secularizados. 
c) La Constitución de 1876 ~tras un dilatado período de vi-
gencia~ es sustituída por la de 1931, que promulga la II República 
española, por la que se establece, durante cinco años, un régimen 
de separación entre la Iglesia y el Estado llevado a sus últimas con-
secuencias, que motivan una enérgica protesta de Pío XI en su 
encíclica Dilectissima Nobis (3 de junio de 1933) sobre la situación 
de la Iglesia en España. 
d) Al terminar el Concilio Vaticano II, el sistema vigente en 
España, responde al esquema ideal presentado por los Pontífices, 
desde León XIII a Pío XII: el Estado es confesionalmente católico 
y el ordenamiento civil acoge la noción legal de tolerancia. 
La confesionalidad y la tolerancia se proclaman en el artículo 6.0 
del Fuere de los Españoles (Ley de 17 de julio de 1945). El texto de 
este artículo ~ue recoge casi literalmente la fórmula del artículo 
11 de la Constitución de 1876~ fue redactado previa negociación 
con la Santa Sede, según testimonio explícito de los Metropolitanos 
españoles en su Instrucción colectiva de 1948 24 • 
La confesionalidad del Estado y el régimen de tolerancia ~n 
los términos del Fuer~ se reiteran en el Concordato de 27 de agos-
to de 1953. Pocos meses más tarde, Pío XII proclamará la doctrina 
expuesta por León XIII, con las nuevas aplicaciones antes indicadas, 
en su conocido discurso de 6 de diciembre de 1953, dirigido al V Con-
greso de Juristas Católicos Italianos, al estudiar el tema "Comuni-
dad Internacional y tolerancia en relación con los Concordatos". 
23. Vid. BARBERINI, El artículo II de la Constitución de I876. La controversia 
diplomática entre España y la Santa Sede, Roma, 1962. 
24. ef. «Ecc1esÍél», n. 642, de 31 de octubre de 1953, p. 481. 
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Antes de ocupanne de las repercusiones que en el ordenamiento 
ciVil español está llamado a producir el Magisterio del reciente Con-
cilio, quiero llamar la atención sobre una nonna, de rango constitu-
cional, que proclama de modo solemne lo que podemos calificar como 
"reconocimiento fonnal de la confesionalidad sustancial". 
La norma a que me refiero -segundo de los principios promul-
gados por la Ley fundamental de 17 de mayo de 1958- dice así: 
"La Nación española considera como timbre de honor el aca-
tamiento a la Ley de Dios, según la doctrina de la Santa Iglesia 
Católica, Apostólica y Romana, única verdadera y fe inseparable de 
la conciencia nacional, que inspirará su legislación." 
Actuales exigencias de la confesionalidad sustancial. 
Con las puntualizaciones expuestas a lo largo de mi discurso, 
estimo que bastará indicar brevemente las repercusiones que, sin 
duda, han de tener los criterios señalados por la Iglesia en el último 
Concilio sobre el ordenamiento civil español. Todas ellas pueden 
agruparse en dos grandes cuestiones: la promulgación de un esta-
tuto legal sobre la libertad religiosa y la revisión del sistema de pri-
vilegios. 
a. El estatuto sobre la libertad religiosa. 
Esta primera exigencia, de la confesionalidad del Estado no pa-
rece pueda ponerse en duda. 
A ella se refirieron los Obispos españoles al ténnino · del Concilio. 
Después de afinnar que la libertad no se opone a la confesionalidad 
del Estado, dicen los Obispos que la misma Declaración sobre la 
libertad religiosa "al referirse al caso concreto en que, "considera-
das las circunstancias peculiares de los pueblos, se conceda a una 
comunidad religiosa un especial reconocimiento civil en la ordena-
ción jurídica", admite de hecho la confesionalidad, a condición de 
que, "al mismo tiempo. se reconozca y respete a todos los ciudadanos 
y . comunidades religiosas el derecho a la libertad en lo religioso". 
Proteger este derecho, como todos los que integran el bien común, es 
deber de todos, y muy particulannente de la autoridad civil. Toca a 
ésta la. regulación de su ejercicio mediante leyes positivas" 25. 
25. Declaración colectiva del Episcopado español de 8 de diciembre de 1965. 
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El Estatuto sobre la libertad religiosa deberá formularse -co-
mo toda ley civil- tomando en cuenta las exigencias del bien co-
mún. A él debe acudir el legislador para armonizar el especial reco-
nocimiento de la Iglesia católica con la tutela efectiva de la libertad 
religiosa de todos los ciudadanos y comunidades; bien entendido que 
el Concilio acude a la noción de orden público -en cuanto consti-
tuye "la parte fundamental del bien común"- para señalar el único 
criterio a que . debe atender la ley civil en la determinación de las 
liInitaciones que cabe · imponer en el ejercicio de los derechos inhe-
rentes a la libertad religiosa. 
b. La revisión del sistema de privilegios. 
A propósito de este tema, surge una importante cuestión termi-
nológica que, no pudiendo abordar por extenso, me parece oportuno 
dejar al menos apuntada, para ocuparme de ella en otra ocasión. Se 
trata de establecer los criterios para distinguir entre dos tipos de 
normas en el Derecho del Estado: aquellas que configuran el "espe-
cial reconocimiento de una comunidad religiosa", de que habla el 
Concilio; y aquellas otras que representan un privilegio en sentido 
estricto en favor del Estado o de aquella comunidad religiosa espe-
cialmente reconocida en el ordenamiento civil. 
Los criterios de distinción deberán tener en cuenta la postura 
fijada por el Vaticano II acerca de las relaciones entre la Iglesia ca-
tólica y los Estados. Postura clara -al menos en 10 sustancial- que 
podemos formular en los términos siguientes: 
a) El reconocimiento especial por el Estado de una determi-
nada comunidad religiosa -lo mismo se trate de la Iglesia católica 
que de cualquier otra confesión- se estima, según quedó explicado 
anteriormente. como algo correcto si corresponde a las peculiares 
circunstancias del pueblo, es decir, si corresponde al hecho socio-
lógico de · que la práctica de aquel credo religioso es sentida por la 
comunidad política como un bien público común. 
b) Por 10 que se refiere en particular a la Iglesia Católica, el 
Concilio ha manifestado el deseo de revisar, en sus relaciones con el 
Estado. el sistema de privilegios establecido en etapas históricas an-
teriores. A mi juicio, lo que quiere la Iglesia es que desaparezcan las 
últimas reliquias de los "iura cirea sacra" que venían ejerciendo -de 
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iure O de tacto- algunos Estados de acuerdo con una versión hoy 
superada de la confesionalidad. Por su parte, la Iglesia declara que 
"no pone su esperanza en privilegios dados por el poder civil; más 
aún, renunciará al ejercicio de ciertos derechos legítimamente ad-
quiridos tan pronto como conste que su uso puede empañar la pure-
za de su testimonio o las nuevas condiciones de vida exijan otra dis-
posición" 26. 
c) Cuáles sean en particular los privilegios de la Iglesia y del 
Estade que convenga revisar, es cuestión que pide el examen dete-
nido de cada supuesto concreto. 
Por lo que mira al supuesto español, pueden indicarse -sin 
pretensiones exhaustivas- los siguientes puntos estrechamente li-
gados al sistema de confesionalidad preconciliar: 
1. Deberá revisarse el privilegio de presentación para los nom-
bramientos episcopales de que actualmente goza España -como su-
pervivencia parcial del antiguo Real Patronato- por virtud del Con-
venio con 19. Santa Sede de 7 de junio de 1941, que fue confirmado 
por el articulo VII del Concordato de 1953. 
La revisión es reclamada por la Iglesia, con estas palabras llenas 
de delicadeza: "con el fin de defender debidamente la libertad de la 
Iglesia y de promover más apta y expeditamente el bien de los fieles, 
es deseo del sacrosanto Concilio que, en 10 sucesivo, no se concedan 
a las autoridades civiles más derechos o privilegios de elección, nom-
bramiento, presentación o designación para el cargo del episcopado; 
en cuanto a las autoridades civiles, cuya obediente voluntad para 
con la Iglesia reconoce y altamente estima el Concilio, humanísima-
mente se les ruega que quieran renunciar espontáneamente, después 
de consultada la Sede Apostólica, a los derechos o privilegios suso-
dichos, de que, por pacto o costumbre, gozan hasta el presente" 27. 
Al tiempo de p"omulgarse este Decreto Conciliar, eran benefi-
ciarios del derecho de presentación --en variadas formas- seis Es-
tados, aparte de España: por virtud de Concordato, Haití y Francia 
26. Consto Gaudium et spes, n. 76, e). 
27. Cf. Decreto Christus Dominus, sobre el deber pastoral de los Obispos, del 
,vaticano 11 (28-X-1965), n. 20, b). 
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(para las diócesis de Metz y Strasburgo); por Bulas pontificias, Mó-
naco y Perú; por ejercicio unilateral -sin concesión de la Santa 
Sede-, Paraguay y Argentina, que, como las restantes Repúblicas 
hispanoamericanas, se consideraron herederas del Regio Patronato 
Español de Indias. 
Hasta ahora sólo ha renunciado al privilegio de presentación 
Argentina. mediante el Acuerdo suscrito con la Santa Sede ellO de 
octubre de 1966. Al comentarlo oficiosamente "L'Osservatore Roma-
no" (12-X-66), dice que el acuerdo señala "el comienzo de un nuevo 
período en las relaciones entre la Sede Apostólica y la República 
Argentina y hace más estrechas y cordiales sus recíprocas relacio-
nes". 
Es de interés consignar el nuevo criterio que el Motu proprio' Ec-
clesiae Sanctae, de 6 de agosto de 1966, establece acerca del nombra-
miento para las sedes episcopales. A tenor del número 10 de su 1 par-
te, "firme el derecho del Romano Pontífice a nombrar y constituir 
libremente a los Obispos, y quedando a salvo la disciplina de las 
Iglesias Orientales, las Conferencias Episcopales, de acuerdo con las 
normas establecidas o a establecer por la Sede Apostólica, cada año 
tratarán bajo secreto y con prudencia de los sacerdotes que pueden 
ser promovidos al oficio episcopal, y propondrán a la Sede Apostó-
lica los nombres de los candidatos". 
Al tiempo de realizarse la negociación diplomática entre la San-
ta Sede y España -prevista en el Decreto conciliar Christus Dami-
1WS- para la renuncia por parte del Estado del derecho de presen-
tación, pienso que tal vez podría concertarse una fórmula concor-
dataria que estaría muy de acuerdo con el sistema de confesionali-
dad, para determinar con precisión los modos prácticos en que debe 
intervenir la Conferencia Episcopal en los nuevos nombramientos 
para las sedes españolas. Este sería un modo digno de renunciar al 
antiguo privilegio, con obsequio a las peculiares circunstancias de 
nuestro país, y respondería, además, a otra de las aspiraciones del 
Vaticano n. que ha dado gran relieve a las Iglesias particulares. 
2. Deberá revisarse también el Acuerdo entre la Santa Sede y 
España de 16 de julio de 1946 sobre provisión de beneficios no con-
sistoriales, por haberse mantenido en él un derecho de presentación 
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en favor de la Potestad civil 28, que fue de nuevo reconocido en el 
artículo X del Concordato de 1953. 
La revisión viene solicitada en el citado Motu proprio Ecclesia!! 
Sanctae (n. 18 de su 1 parte), que -en aplicación del criterio esta-
blecido en el n. 28 del Decreto Christus Dominus, según el cual deben 
suprimirse los derechos o privilegios que de cualquier modo coarten 
la libertad del obispo en la colación de oficios y beneficios- declara 
que "en el caso de que se hubiesen establecido derechos y privile-
gios en esta materia, en virtud de acuerdo entre la Santa Sede y la 
nación o en virtud de un contrato con personas físicas o morales, se 
.tratará de su cesación con los interesados". 
Como se ve, se ha previsto -para la renuncia por parte del Es-
tado de su derecho de presentación- el cauce de la vía diplomática 
y del consiguiente acuerdo. No se pide la renuncia pura y simple por 
acto unilateral, porque estos privilegios en favor del Estado suelen 
tener su complemento en otros otorgados a la Iglesia, y parece equi-
tativo que la revisión de aquéllos se negocie con la revisión de éstos. 
Es obvio también que la iniciativa para esas revisiones corresponde 
por igual a cualquiera de las partes interesadas. 
3. Es conocida ya la voluntad de la Iglesia -manifestada con 
carácter general en los documentos emanados del Concilio y en el 
Motu proprio antes citado- de proceder a la revisión de los privile-
gios que aún conservan algunos Estados y cuáles son en concreto los 
privilegios que desea revisar. 
Es también manifiesta la voluntad de la Iglesia de renunciar, por 
su parte, a los privilegios reconocidos en su favor por el poder civil. 
Lo que no ha dicho el Concilio es de qué privilegios en particular se 
trata. Su determinación parece lógico que deberá hacerse en cada 
caso concreto, es decir. con referencia a c8da Estado. 
Por lo que se refiere al caso español, pienso en la conveniencia 
de revisar, al menos, dos cuestiones de interés. 
La primera podría ser el llamado tradicionalmente "privilegio 
del fuero" de clérigos y religiosos, regulado en el artículo XVI del 
28. Vid. el comentario de PÉREZ MIER a este Convenio en «Revista Española de 
Derecho Canónico», 1, 1946, p. 723 Y ss. 
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Concordato vigente. Estimo que existen varias razones -que afec-
tan tanto a la Iglesia como al Estado- en favor de revisar el régi-
men ahora establecido. Y entre las razones que afectan a la Iglesia, 
no es, a mi juicio, la de menor importancia la delicada posición en 
que el actual sistema coloca al Ordinario del lugar en el trance de 
negar u otorgar su consentimiento para que la Autoridad judicial 
del Estado pueda proceder contra los clérigos en causas criminales. 
El otro tema de importancia que, según mi opinión, merece re-
visarse se refiere al régimen de Universidades de la Iglesia dedicadas 
a estudios civiles, que fue establecido mediante el Convenio entre la 
Santa Sede y España de 5 de abril de 1962. Por virtud de este Con-
venio quedó investida la Iglesia de un pseudo-privilegio, por cuanto 
hasta ahora, aparte de las Universidades del Estado, sólo pueden 
crearse, con efectos civiles, las previstas en dicho Convenio. 
Como quiera que me he ocupado de esta cuestión por extenso 
en una reciente monografía 29, sólo quiero repetir aquí que, a mi 
entender, el Convenio de 1962 representa una etapa importante, pero 
transitoria en el desarrollo progresivo del ordenamiento universita-
rio español: etapa importante, porque el Convenio señala la cesa-
ción del sistema de monopolio estatal vigente durante una centuria; 
pero etapa transitoria, porque debe dar paso a un nuevo sistema le-
gal que consagre con amplitud el principio de libertad para la crea-
ción de centros universitarios. Así terminará el que he llamado pseu-
do-privilegio de la Iglesia, porque conviene recordar que no existe 
~ngún otro Convenio suscrito por la Santa Sede para regular el 
reconocimiento de sus centros universitarios por parte del Estado. 
Ese reconocimiento -logrado sin dificultad por la Iglesia, desde ha-
ce mucho tiempo. en otros países- se contiene en el ordenamiento 
común. La Iglesia no ha deseado nunca ni necesita en esta materia 
ningún régimen especial. 
Este ejemplo de las Universidades como el de las llamadas pu-
blicaciones de la Iglesia -cuyo régimen es hoy el común por lo que 
se refiere a las publicaciones periódicas de información general 30_ 
29. Vid. FUENMAYOR, El Convenio entre la Santa Sede y España sobre Universil 
dades de estudios civiles, Pamplona 1966. 
30. Así lo establece un Decreto de 10 de septiembre de 1966 dictado por el Go-
bierno español para aplicar la Ley 14 de 1966, de Prensa e imprenta. 
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me lleva a dejar planteado, sin posibilidad de considerarlo ahora 
con la extensión que merece, un último tema estrechamente conexo 
con la confesionalidad del Estado. 
Es el gran tema que podríamos denominar el "institucionalismo 
católico", es decir, la conveniencia de que la instauración cristiana 
del orden temporal -tan urgida por el reciente Concilio- se lleve 
hoya cabo preferentemente por medio de instituciones que se titu-
len católicas, o más bien por la actividad de los católicos, individual-
mente o asociados con otros, a título de ciudadanos, sin utilizar ca-
lificativos confesionales. 
Entre los dos términos de esta alternativa, me inclino, en prin-
cipio, por el segundo. Pienso sinceramente que cierto retroceso de la 
que he denominado "confesionalidad formal" facilitaría, en gran 
medida, un efectivo avance de la "confesionalidad sustancial", que 
es, en definitiva, la que a mis ojos tiene mayor valor, pues aquella 
otra merece defensa en tanto sirva a las exigencias permanentes de 
la confesionalidad sustancial. 
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